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3. Para los gobernadores de departamentos cuyos ingresos corrientes de libre destinación
anuales sean iguales o inferiores a ciento setenta mil (170.000) salarios mínimos legales
mensuales, el límite máximo de la asignación salarial mensual será tres millones ochocientos
setenta y cuatro mil doscientos setenta y nueve pesos ($3.874.279).

Parágrafo. La asignación salarial mensual a que se refiere el presente artículo comprende
tanto al salario básico como a los gastos de representación del respectivo funcionario.

Artículo 3°. A partir de 1° de enero de 2000, atendiendo la categorización establecida en
la Ley 136 de 1994, el monto máximo salarial que podrán autorizar los Concejos Municipales
y Distritales al momento de establecer los salarios del respectivo Alcalde, será:

1. En aquellos distritos o municipios de categoría especial, el límite máximo de la
asignación salarial mensual de los alcaldes será seis millones cuatrocientos cincuenta y siete
mil ciento treinta y dos pesos ($6.457.132).

2. En aquellos distritos o municipios de primera categoría, el límite máximo de la
asignación salarial mensual de los alcaldes será de cinco millones ciento sesenta y cinco mil
setecientos seis pesos ($5.165.706).

3. En aquellos distritos o municipios de segunda categoría, el límite máximo de la
asignación salarial mensual de los alcaldes será de tres millones ochocientos setenta y cuatro
mil doscientos setenta y nueve pesos ($3.874.279).

4. En aquellos distritos o municipios de tercera categoría, el límite máximo de la
asignación salarial mensual de los alcaldes será tres millones noventa y nueve mil cuatrocien-
tos veinticuatro pesos ($3.099.424).

5. En aquellos distritos o municipios de cuarta categoría, el límite máximo de la
asignación salarial mensual de los alcaldes será dos millones quinientos ochenta y dos mil
ochocientos cincuenta y tres pesos ($2.582.853).

6. En aquellos distritos o municipios de quinta categoría, el límite máximo de la
asignación salarial mensual de los alcaldes será dos millones sesenta y seis mil doscientos
ochenta y tres pesos ($2.066.283).

7. En aquellos distritos o municipios de sexta categoría, el límite máximo de la asignación
salarial mensual de los alcaldes será un millón quinientos cuarenta y nueve mil setecientos
doce pesos ($1.549.712).

Parágrafo. La asignación salarial mensual a que se refiere el presente artículo comprende
tanto al salario básico como a los gastos de representación del respectivo funcionario.

Artículo 4°. La asignación salarial mensual máxima, incluido el salario básico y los
gastos de representación del Alcalde Mayor de Bogotá Distrito Capital, será de seis millones
cuatrocientos cincuenta y siete mil ciento treinta y dos pesos ($6.457.132).

Artículo 5°. Para los efectos del presente decreto, se entiende por ingresos corrientes de
libre destinación anuales los efectivamente recaudados en la vigencia anterior. Estos
comprenden los ingresos tributarios y no tributarios; los ingresos tributarios se subclasifican
en directos e indirectos y los no tributarios comprenden las tasas y las multas.

No forman parte de los ingresos corrientes de libre destinación para el cálculo de la
asignación salarial de los gobernadores y alcaldes los siguientes ingresos:

a) El situado fiscal;
b) La participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación de forzosa

inversión;
c) Los ingresos percibidos en favor de terceros que, por mandato legal o convencional,

las entidades territoriales estén encargadas de administrar, recaudar o ejecutar, los cuales se
ejecutarán y administrarán tal como lo prevea la respectiva norma;

d) Los recursos del balance, conformados por los saldos de apropiación financiados con
recursos de destinación específica;

e) Los recursos de cofinanciación;
f) Las regalías y compensaciones;
g) El crédito interno o externo;
h) Los activos, inversiones y rentas titularizados, así como el producto de los procesos

de titularización;
i) Los excedentes financieros de las entidades descentralizadas que se transfieran a la

administración central;
j) Las sobretasa al ACPM;
k) El producto de la venta de activos fijos.

l) Otros aportes y transferencias con destinación específica o de carácter transitorio.
Artículo 6°. Si un gobernador o alcalde actualmente en funciones, estuviese percibiendo

a la entrada en vigencia del presente decreto una asignación salarial mensual superior,
continuará devengando dicha asignación y el límite máximo establecido en el presente
decreto se aplicará al gobernador o alcalde que se posesione con posterioridad.

Artículo 7°. Ninguna autoridad podrá autorizar o fijar asignaciones salariales mensuales
que superen el monto máximo establecido en el presente decreto, en concordancia con lo
establecido en el artículo 12 de la Ley 4a de 1992. Cualquier disposición en contrario carecerá
de todo efecto y no creará derechos adquiridos.

Artículo 8°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, deroga las
normas que le sean contrarias, en especial el Decreto 309 de 2000 y surte efectos fiscales a
partir del 1° de enero del año 2000.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2000.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro del Interior,

Humberto de la Calle Lombana.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Juan Manuel Santos.

El Director de Departamento Administrativo de la Función Pública,
Mauricio Zuluaga Ruiz.

DECRETO NUMERO 2737 DE 2000

(diciembre 27)
por el cual se fija la escala salarial para los empleos de la Dirección Ejecutiva

de la Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial
y se dictan otras disposiciones en materia salarial.

El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las normas generales
señaladas en la Ley 4a de 1992 y de conformidad con lo resuelto por la Sala Plena de la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1433/2000 del 23 de octubre de 2000,

DECRETA:
Artículo 1°. Fíjase la siguiente escala salarial para los empleos de la Dirección Ejecutiva

de la Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial.
Grado Asignación básica

01 288.927
02 343.486
03 415.787
04 488.337
05 647.941
06 727.424
07 898.595
08 983.440
09 983.442
10 1.168.249
11 1.249.698
12 1.329.937
13 1.420.879
14 1.588.751
15 1.588.776
16 1.859.034
17 1.889.927
18 2.047.219
19 2.053.255
20 2.076.587

Artículo 2°. A partir del 1° de enero de 2000, la remuneración mensual del Director
Ejecutivo de la Administración Judicial por concepto de asignación básica será la suma de
un millón cincuenta y nueve mil treinta y tres pesos ($1.059.033) moneda corriente, y por
concepto de gastos de representación un millón ochocientos ochenta y dos mil setecientos
veintiséis pesos ($1.882.726) moneda corriente.

Artículo 3°. A partir del 1° de enero de 2000, el cincuenta por ciento (50%) de la
remuneración mensual de los empleos de Director Administrativo Grado 20 de la Dirección
Ejecutiva de la Administración Judicial y los Jefes de Oficina Grado 20 de las Direcciones
Seccionales de la Rama Judicial, tendrán el carácter de Gastos de Representación únicamen-
te para efectos fiscales.

Artículo 4°. Las cesantías de los servidores públicos vinculados a la Dirección Ejecutiva
de la Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial, podrán ser
administradas por las sociedades cuya creación se autorizó en la Ley 50 de 1990 o por el
Fondo Público que el Consejo Superior de la Judicatura señale. El Consejo Superior de la
Judicatura establecerá las condiciones y requisitos para ello, en los cuales indicará que los
recursos serán girados directamente a dichas Sociedades o Fondos.

Artículo 5°. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo estable-
cido en el artículo 10 de la Ley 4a de 1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de
todo efecto y no creará derechos adquiridos.

Artículo 6°. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público, ni
recibir más de una asignación que provenga del Tesoro Público, o de empresas o de
instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado. Exceptúanse las asignaciones de
que trata el artículo 19 de la Ley 4a 1992.

Parágrafo. No se podrán recibir honorarios que sumados correspondan a más de ocho (8)
horas diarias de trabajo a varias entidades.

Artículo 7°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, y deroga el
Decreto 039 de 1999 y surte efectos fiscales a partir del 1° de enero de 2000.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2000.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Juan Manuel Santos.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,
Mauricio Zuluaga Ruiz.

DECRETO NUMERO 2738 DE 2000
(diciembre 27)

por el cual se establece una bonificación por compensación de los Magistrados
de Tribunal y otros funcionarios.

El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las normas generales
señaladas en la Ley 4a  de 1992 y de conformidad con lo resuelto por la Sala Plena de la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1433/2000 del 23 de octubre de 2000,



44
DIARIO

OFICIAL
Edición 44.272

Miércoles 27 de diciembre de 2000

DECRETA:
Artículo 1°. A partir del 1° de enero de 2000, la bonificación por compensación, con

carácter permanente para los funcionarios que se señalan a continuación, quedará así:
Magistrados de Tribunal Nacional de Orden Público 2.218.153
Fiscales Delegados ante Tribunal Nacional 2.218.153
Magistrados de Tribunal y Consejo Seccional 2.602.132
Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar 2.602.132
Magistrados Auxiliares 2.602.132
Fiscales Delegados ante Tribunales de Distrito 2.602.132
Fiscales Auxiliares ante la Corte Suprema de Justicia 2.602.132
Secretarios Generales de la Corte Suprema de Justicia, Consejo
de Estado y Corte Constitucional y Secretario Judicial del Con-
sejo Superior de la Judicatura 2.640.532
La bonificación por compensación, pagadera mensualmente, sólo constituirá factor

salarial para efectos de determinar las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, y hará
parte integral en su totalidad del ingreso base de liquidación debiendo cotizarse mensual-
mente sobre lo devengado, incluyendo esta bonificación, monto a tener en cuenta para el
reconocimiento de las pensiones.

Parágrafo. En todo caso para tener derecho a la bonificación por compensación de que
trata el presente decreto se deberán reunir los requisitos Constitucionales, legales y
reglamentarios para ejercer el cargo.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el
Decreto 664 de 1999 y demás disposiciones que le sean contrarias, y surte efectos fiscales
a partir del 1° de enero de 2000.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2000.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Mauricio Zuluaga Ruiz

DECRETO NUMERO 2739 DE 2000

(diciembre 27)
por el cual se dictan unas disposiciones en materia salarial y prestacional
de la Rama Judicial, del Ministerio Público, de la Justicia Penal Militar

y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las normas generales
señaladas en la Ley 4ª de 1992 y de conformidad con lo resuelto por la Sala Plena de la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1433/2000 del 23 de octubre de 2000,

DECRETA:
Artículo 1°. Del régimen salarial ordinario de los Magistrados del Consejo Superior de

la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de
Estado. Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Constitucional,
de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado tendrán derecho a la remuneración
establecida en el presente artículo, incluyendo la prima especial de servicios de que trata el
artículo 15 de la Ley 4ª de 1992, la cual no tendrá carácter salarial, así:

Asignación básica mensual un millón treinta y cinco mil trescientos noventa y dos pesos
($1.035.392) m/cte., gastos de representación mensual un millón ochocientos cuarenta mil
seiscientos noventa y seis pesos ($1.840.696) m/cte. y prima técnica un millón setecientos
veinticinco mil seiscientos cincuenta y tres pesos ($1.725.653) m/cte.

La Prima Especial de Servicios sin carácter salarial a que se refiere el artículo 15 de la
Ley 4ª de 1992 es aquella que sumada a los demás ingresos laborales iguale a los percibidos
en su totalidad por los Miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere.

Estos funcionarios continuarán disfrutando las primas de servicios, navidad y vacacio-
nes y el régimen prestacional de conformidad con las normas vigentes antes de la expedición
de este decreto.

La  Prima Técnica y la Prima Especial de Servicios no tendrán carácter salarial y no se
tendrán en cuenta para la determinación de la remuneración de otros funcionarios de
cualquiera de las Ramas del poder público, entidades u organismos del Estado.

Parágrafo. Los ingresos totales de estos funcionarios en ningún caso podrán ser
superiores a los de los miembros del Congreso.

Artículo 2°. Del régimen salarial optativo para los Magistrados del Consejo Superior
de la Judicatura, Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado
y Director Ejecutivo de Administración Judicial. Los Magistrados del Consejo Superior de
la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de
Estado que optaron por el régimen establecido en el artículo 2° del Decreto 903 de 1992, el
Director Ejecutivo de Administración Judicial y quienes se vincularon al servicio con
posterioridad a la vigencia de dicho decreto, tendrán derecho a percibir a partir del 1° de
enero de 2000 por concepto de asignación básica dos millones dos mil trece pesos
($2.002.013) m/cte., y gastos de representación tres millones quinientos cincuenta y nueve
mil ciento treinta cuatro pesos ($3.559.134) m/cte.

La Prima Especial de Servicios sin carácter salarial a que se refiere el artículo 15 de la
Ley 4ª de 1992 es aquella que sumada a los demás ingresos laborales iguale a los percibidos
en su totalidad por los Miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere.

Los funcionarios a quienes se aplica el presente artículo únicamente tendrán derecho a
disfrutar de la prima de navidad, la cual se cancelará conforme lo establecen las normas
legales vigentes.

Las cesantías se regirán por las normas establecidas en el Decreto Extraordinario 3118
de 1968 y las normas que lo modifiquen, adicionen o reglamenten, con excepción del pago,
el cual se regirá por lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 33 de 1985.

Los funcionarios que optaron por este régimen no podrán recibir el pago de cesantías
retroactivas. Las demás prestaciones sociales diferentes de las primas y las cesantías se
regirán por las disposiciones legales vigentes.

Parágrafo 1°. Los agentes del Ministerio Público ante el Consejo Superior de la
Judicatura, la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado
devengarán, en los mismos términos y condiciones, una remuneración mensual igual a la
señalada en el presente artículo para dichos Magistrados.

Parágrafo 2°. Los ingresos totales de estos funcionarios en ningún caso podrán ser
superiores a los de los Miembros del Congreso.

Artículo 3°. El régimen salarial y prestacional previsto en el artículo anterior es
obligatorio para quienes se vinculen al servicio con posterioridad a la vigencia del Decreto
903 de 1992.

Dicho régimen salarial y prestacional no se tendrá en cuenta para la determinación de la
remuneración de otros funcionarios de cualquiera de las Ramas del poder público, organis-
mos o instituciones del sector público.

Artículo 4°. A partir del 1° de enero de 2000, la asignación básica mensual de los
servidores públicos de la Rama Judicial, del Ministerio Público y de la Justicia Penal Militar,
será la señalada para su grado, de acuerdo con la siguiente escala:

GRADO ASIGNACION BASICA
1 262,715
2 287,065
3 336,561
4 364,296
5 413,293
6 450,698
7 476,745
8 525,315
9 555,537
10 588,017
11 625,995
12 665,762
13 681,195
14 713,152
15 821,430
16 902,309
17 1,056,405
18 1,096,183
19 1,177,307
20 1,201,942
21 1,379,261
22 1,514,790

Artículo 5°. La remuneración mínima mensual del Viceprocurador General de la Nación
será dos millones quinientos ochenta y ocho mil cuatrocientos ochenta pesos ($2.588.480)
m/cte. El sesenta y cuatro por ciento (64%) de esta remuneración tendrá el carácter de gastos
de representación, únicamente para efectos fiscales.

Artículo 6°. La remuneración mínima mensual del Secretario General de la Procuraduría
General de la Nación y del Procurador Auxiliar será de dos millones cuatrocientos ochenta
y siete mil novecientos cuarenta y cinco pesos ($2.487.945) m/cte. El cincuenta por ciento
(50%) de esta remuneración tendrá el carácter de gastos de representación, únicamente para
efectos fiscales.

La remuneración mínima mensual de los Procuradores Delegados Grado 22, el Director
de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales Grado 22, los Procuradores
Departamentales y Provinciales Grado 21, los Procuradores Agrarios Grado 21 y el Veedor
Grado 22, y el Secretario Privado Grado 22 del Procurador, será de dos millones trescientos
cuarenta y un mil quinientos noventa y cuatro pesos ($2.341.594) m/cte.  El cincuenta por
ciento (50%) del salario mensual tendrá el carácter de gastos de representación, únicamente
para efectos fiscales.

Parágrafo. Esta remuneración se aplicará cuando la suma de la asignación básica y las
primas mensuales resultaren inferiores al valor establecido en este artículo.

Artículo 7°. Los funcionarios a que se refiere los artículos 5° y 6°  del presente decreto
tendrán derecho a una prima especial mensual, sin carácter salarial, equivalente al treinta por
ciento (30%) de la asignación básica y los gastos de representación y sustituye la prima de
que trata el artículo 7° del Decreto 903 de 1992.

Artículo 8°. El Procurador General de la Nación podrá asignar primas técnicas hasta por
un treinta por ciento (30%) del valor de la remuneración mínima mensual o de la asignación
básica mensual, según sea el caso, al Secretario Privado, a los Jefes de División Grado 22,
a los Jefes de Oficina Grado 22, a los Abogados Asesores Grado 22 y a los Jefes de Sección
Grado 17, con el lleno de los requisitos que establezca mediante reglamentación interna y
previa viabilidad presupuestal, en los términos del Decreto 2573 de 1991 y 1724 de 1997.

Artículo 9°. Los funcionarios a que se refiere el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, con
excepción de los señalados en el parágrafo de dicho artículo, tendrán derecho a percibir a
partir del 1° de enero de 2000, una prima especial, sin carácter salarial, equivalente al treinta
por ciento (30%) del salario básico. La prima a que se refiere el presente artículo es
incompatible con la prima a que hace referencia el artículo 7° del presente decreto.

Artículo 10. Como reconocimiento del nivel de formación técnica de sus titulares,
podrá asignarse una prima técnica para aquellos empleados de la Dirección Nacional de
Investigaciones Especiales comprendidos en los niveles Directivo, Asesor y Ejecutivo,
cuyas funciones demanden la aplicación de conocimientos especializados. Esta prima solo
podrá otorgarse con el lleno de los requisitos  que el Procurador General de la Nación


